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ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 

ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA LA MODIFICACIÓN AL 

REGLAMENTO DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL PARA LA 

DESIGNACIÓN Y LA REMOCIÓN DE LAS Y LOS CONSEJEROS 

PRESIDENTES Y LAS Y LOS CONSEJEROS ELECTORALES DE LOS 

ORGANISMOS PÚBLICOS LOCALES ELECTORALES APROBADO MEDIANTE 

EL ACUERDO INE/CG86/2015 

 

 

A N T E C E D E N T E S  

 

 

I. El 6 de junio de 2014 el Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

aprobó el Acuerdo INE/CG44/2014 mediante el que se emitieron los 

Lineamientos del Instituto Nacional Electoral para la Designación de 

Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales.  

 

II. El 11 de marzo de 2015, el Consejo General del instituto Nacional Electoral 

aprobó el Acuerdo INE/CG86/2015, por el que se emitió el Reglamento del 

Instituto Nacional Electoral para la Designación y Remoción de las y los 

Consejeros Presidentes y las y los Consejeros Electorales de los Organismos 

Públicos Locales. 

 

III. El 13 de febrero de 2017, la Comisión de Vinculación con los Organismos 

Públicos Locales, tomando en consideración las observaciones expresadas 

por los partidos políticos aprobó el proyecto de Acuerdo del Consejo General 

por el que se aprueba la modificación al Reglamento del Instituto Nacional 

Electoral para la Designación y Remoción de las y los Consejeros 

Presidentes y las y los Consejeros Electorales de los Organismos Públicos 

Locales expedido, mediante Acuerdo INE/CG86/2015. 
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C O N S I D E R A N D O 
 
 
Fundamento legal 
 
1. El artículo 41, segundo párrafo, Base V, Apartado C, párrafo tercero, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, determina que le 
corresponde al Instituto Nacional Electoral designar y remover a los 
integrantes del órgano superior de dirección de los Organismos Públicos 
Locales, en términos de esta Constitución. 

 
2. El artículo 116, fracción IV, párrafo tercero, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, establece que las y los Consejeros Electorales 
estatales podrán ser removidos por el Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral, por las causas graves que establezca la ley. 

 
3. El artículo 32, numeral 2, inciso b) de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, determina que son atribuciones del Instituto 
Nacional Electoral, entre otras, la elección y remoción del Consejero 
Presidente y los Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales. 

 
4. El artículo 35 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, dispone que el Consejo General es el órgano superior de 
dirección, responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones 
constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar porque los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima 
publicidad y objetividad guíen todas las actividades del Instituto. 

 
5. El artículo 42, numeral 5 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, establece que el Consejo General integrará la Comisión de 
Vinculación con Organismos Públicos Locales, que funcionará 
permanentemente y se conforma por cuatro Consejeros Electorales. 

 
6. El artículo 43, numeral 1 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, menciona que el Consejo General ordenará la publicación en el 
Diario Oficial de la Federación de los acuerdos y resoluciones de carácter 
general que pronuncie y, de aquellos que así determine, así como los 
nombres de los miembros de los Consejos Locales de los Organismos 
Públicos Locales y de los Consejos Distritales designados en los términos de 
esta Ley. 
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7. El artículo 44, numeral 1, incisos a) y jj) de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, determina que el Consejo General tiene las 
atribuciones de aprobar y expedir los Reglamentos interiores necesarios para 
el debido ejercicio de las facultades y atribuciones del Instituto; asimismo, la 
de dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las anteriores 
atribuciones y las demás señaladas en esta Ley o en otra legislación 
aplicable. 

 
8. El artículo 60, numeral 1, inciso e) de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, prevé que la Unidad Técnica de Vinculación con 
los Organismos Públicos Locales, estará adscrita a la Secretaría Ejecutiva y 
tiene entre sus atribuciones el coadyuvar con la Comisión de Vinculación con 
los Organismos Públicos Locales en la integración de la propuesta para 
conformar los Consejos de los Organismos Públicos Locales.  

 
9. El artículo 98, numerales 1 y 2 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, dispone que los Organismos Públicos Locales 
son autoridad en la materia electoral local, y cuentan con personalidad 
jurídica y patrimonio propios; gozarán de autonomía en su funcionamiento e 
independencia en sus decisiones, en los términos previstos en la 
Constitución, esta Ley, las constituciones y leyes locales; serán profesionales 
en su desempeño y se regirán por los principios de certeza, legalidad, 
imparcialidad, independencia, objetividad y máxima publicidad. 

 
10. El artículo 99 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, establece que los Organismos Públicos Locales contarán con un 
órgano de dirección superior integrado por un consejero Presidente y seis 
Consejeros Electorales, con derecho a voz y voto; el Secretario Ejecutivo y 
representantes de los partidos políticos con registro nacional o estatal, 
quienes concurrirán a las sesiones sólo con derecho a voz.  
 

11. El artículo 100 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, prevé que el Consejero Presidente y los Consejeros Electorales 
de los Organismos Públicos Locales serán designados por el Consejo 
General del Instituto, por un periodo de siete años, conforme al 
procedimiento previsto por esta Ley y los requisitos para ser Consejero 
Electoral Local; en caso de que ocurra una vacante de consejero electoral 
local, el Consejo General hará la designación correspondiente; la prohibición 
para que una vez terminado su encargo, los Consejeros Electorales locales 
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no podrán asumir un cargo público en gobiernos emanadas de elecciones en 
cuya organización hubiesen participado, ni ser postulados para cargos de 
elección popular o cargo de dirigencia partidista, durante los dos años 
siguientes al término de su encargo.  

 
12. El artículo 101, numeral 1 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales determina el procedimiento para la selección del 
Consejero Presidente y los Consejeros Electorales de Organismos Públicos 
Locales, para lo cual el Consejo General del Instituto emitirá convocatoria 
pública para cada entidad federativa que corresponda, considerando los 
cargos y periodos a designar, plazos del proceso de designación, órganos 
ante quienes se deberán inscribir los interesados, requisitos, documentación 
y el procedimiento a seguir; la Comisión de Vinculación con los Organismos 
Públicos Locales tendrá a su cargo el desarrollo, vigilancia y la conducción 
del proceso de designación; la inscripción y entrega de documentos para el 
proceso de designación se hará en cada entidad federativa o ante la 
Secretaría del Consejo General.  

 
Para la difusión del proceso y recepción de documentación de los aspirantes, 
la Comisión se auxiliará de los órganos desconcentrados del Instituto en las 
treinta y dos entidades federativas; la Comisión podrá allegarse de 
información complementaria para el desarrollo del proceso de designación de 
las propuestas de integración de cada uno de los Consejos Locales de los 
Organismos Públicos Locales.  
 
En todos los casos, las personas contenidas en las propuestas deberán 
cumplir con los requisitos que establece la Constitución y la Ley General; la 
Comisión de Vinculación con los Organismos Públicos Locales presentará al 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral una lista de hasta cinco 
nombres por vacante en la entidad federativa; cuando en el mismo proceso 
de selección se pretenda cubrir más de una vacante, la Comisión presentará 
al Consejo General del Instituto una sola lista con los nombres de la totalidad 
de los candidatos a ocupar todas las vacantes; las listas que contengan las 
propuestas deberán ser comunicadas al Consejo General del Instituto con 
una anticipación no menor a setenta y dos horas previas a la sesión que 
corresponda; el Consejo General del Instituto designará por mayoría de ocho 
votos al Consejero Presidente y a los Consejeros Electorales de los 
Organismos Públicos Locales, especificando el periodo para el que son 
designados, y el Consejo General del Instituto deberá publicar en el Diario 
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Oficial de la Federación y el equivalente en la entidad federativa, así como 
comunicar a las autoridades locales dicha designación. 

 
13. Los artículos 116 de la Constitución, en el numeral 2, del inciso c) de su 

fracción IV y 101, numeral 4 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, prevén que cuando ocurra una vacante de 
Consejero Presidente o de Consejero Electoral en alguna entidad federativa, 
si ésta se verifica dentro de los primeros cuatro años del encargo del 
Consejero Electoral, se elegirá un sustituto para concluir el periodo, y cuando 
ocurriese dentro de los últimos tres años, se elegirá a un Consejero para un 
nuevo periodo.  
 

Motivación del acuerdo 
 

14. La propuesta de modificación al Reglamento del Instituto Nacional Electoral 
para la designación y remoción de las y los Consejeros Presidentes y las y 
los Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales Electorales, 
tiene como objeto atender diversas situaciones que se han originado durante 
su vigencia y que necesitan reformarse para dotar de mayor claridad, 
expeditez y certeza en cada una de las etapas del proceso de designación, 
así como de las posibles sanciones que se pudieran imponer por la comisión 
de faltas en el ejercicio de su encargo a los citados Consejeros Electorales, 
tomando en consideración las distintas ejecutorias dictadas por el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación.  
 
Las propuestas de reforma se pueden sintetizar en lo siguiente: 
 
a) Título del Reglamento 

 
Un primer cambio que se propone es la reforma al título del Reglamento que 
nos ocupa para quedar de la siguiente forma: “REGLAMENTO DEL 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL PARA LA DESIGNACIÓN Y SANCIÓN 
DE LAS Y LOS CONSEJEROS PRESIDENTES Y LAS Y LOS 
CONSEJEROS ELECTORALES DE LOS ORGANISMOS PÚBLICOS 
LOCALES ELECTORALES”. 
 
b) Convocatoria ordinaria y extraordinaria 
 
Se propone distinguir entre una convocatoria ordinaria y una extraordinaria. 
Será ordinaria la que se emita para cubrir las vacantes que se generen por 
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conclusión del cargo y extraordinaria cuando se emita para cubrir las 
vacantes generadas con anterioridad a dicha conclusión.  
 
c) Lista de reserva 
 
Cada Organismo Público Local cuenta con un Consejo General, integrado por 
una Consejera o Consejero Presidente y por seis Consejeras y Consejeros 
Electorales, que es el órgano superior de dirección, por lo que su debida 
integración resulta fundamental no solo para realizar y vigilar las actividades 
propias de la actividad electoral, sino para el correcto funcionamiento 
permanente de dichos organismos. Así, corresponde al Instituto Nacional 
Electoral, entre otras facultades, velar por el debido desempeño de los 
Organismos Públicos Locales, garantizando su debida integración.  
 
El actual procedimiento para la designación de las y los Consejeros 
Electorales de los Organismos Públicos Locales electorales considera una 
serie de etapas (registro de aspirantes, verificación de requisitos legales, 
examen de conocimientos, ensayo presencial, valoración curricular y 
entrevista), que requiere una programación temporal y presupuestal 
específica por parte del Instituto Nacional Electoral. En ese mismo sentido, el 
escalonamiento previsto por la reforma político-electoral de 2014 respecto a la 
integración de los Consejos Generales de los organismos locales, permite al 
Instituto llevar a cabo la planeación correspondiente para la implementación 
de los respectivos procedimientos de designación, al tenerse conocimiento de 
las fechas de conclusión de los cargos de cada Consejera y Consejero 
Electorales que integran tales organismos.  
 
Sin embargo, pueden suscitarse vacantes antes de que las y los Consejeros 
Electorales concluyan el periodo por el que fueron designados, mismas que 
deben ser cubiertas oportunamente, aunque no se tuviera programado y 
presupuestado algún procedimiento de designación, en tanto que, como ya se 
dijo, el Instituto Nacional Electoral debe garantizar en todo momento la debida 
integración de los Consejos Generales de los Organismos Públicos Locales.  
 
A partir de las primeras designaciones que realizó el Instituto Nacional 
Electoral el 30 de septiembre de 2014, se han originado diversas situaciones 
que generaron vacantes de las y los Consejeros Electorales en algunos 
órganos electorales locales. 
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Por ejemplo, en el Consejo General del Instituto Tlaxcalteca de Elecciones se 
generó una vacante por el fallecimiento de un Consejero Electoral acontecido 
el 23 de mayo de 20161, suceso que aconteció 13 días antes de la 
celebración de la Jornada Electoral correspondiente al Proceso Electoral 
Local 2015-2016 celebrado en el estado de Tlaxcala, razón por la cual aun 
cuando se hubiera emitido la convocatoria para cubrir dicha vacante y se 
ajustaran los plazos para realizar cada etapa del procedimiento de 
designación, lo cierto es que no habría sido posible hacer el nombramiento 
correspondiente antes de los comicios y la realización de los cómputos 
correspondientes. En este caso, la existencia de una lista de reserva hubiese 
permitido cubrir la vacante inmediatamente y durante el desarrollo de ese 
Proceso Electoral local.  
 
También se resalta el caso de la Consejera Presidenta del Instituto Electoral 
de Colima2, que el 16 de noviembre de 2016 fue removida por el Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral, en acatamiento a la sentencia recaída 
al expediente SUP-RAP-485/2016 y acumulados dictada por la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Tampoco fue 
posible cubrir dicha vacante inmediatamente porque no se contaba con un 
mecanismo ágil y oportuno para ello.3 Asimismo, existe otro caso acontecido 
en Nuevo León, en donde se generó una vacante en el Organismo Público 
Local por la renuncia de una Consejera Electoral. 
 
Por tanto, es claro que las vacantes de las y los Consejeros Electorales, así 
como de las Consejeras y Consejeros Presidentes, pueden acontecer en 
cualquier momento. De ahí la necesidad de contar con un mecanismo que 
garantice la sustitución oportuna de éstos, sobre todo cuando se está 
desarrollando algún Proceso Electoral local en sus entidades federativas y, 
por ello, es indispensable garantizar la debida integración de dichos 
Organismos Electorales, máxime que conforme a la normatividad actual los 
integrantes de los órganos máximos de dirección de los institutos electorales 
locales no cuentan con suplentes que puedan cubrir las vacantes que se 
generen. 
 

                                                           
1 Aldo Morales Cruz fue designado el 2 de septiembre de 2015 como Consejero Electoral por 3 años. 
2 Alejandra Felicitas Valladares Anguiano fue designada como Consejera Presidenta el 30 de septiembre de 2014 
por 7 años. 
3 Mediante Acuerdo INE/CG794/2016 del 16 de noviembre de 2016 se acató dicha sentencia por el Consejo 
General del INE.  



8 

Ahora bien, la lista de reserva que se propone solamente servirá, en su caso, 
para cubrir las vacantes que se generen durante los primeros cuatro años del 
encargo, de conformidad con lo previsto en el artículo 101, párrafo 4, de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, máxime que las 
siguientes designaciones que efectuará el Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral a través de convocatorias ordinarias para integrar los 
Organismos Públicos Locales electorales, serán para que las y los 
Consejeros Electorales desempeñen su cargo por un periodo de siete años.  
 
Por el contrario, cuando la vacante ocurra dentro de los últimos tres años, se 
debe elegir a un Consejero Electoral para un nuevo periodo de siete años, 
según lo estipula el párrafo 4 del artículo 101 de la ley invocada; por tanto, en 
este supuesto la vacante no puede cubrirse con una persona de la lista de 
reserva, ya que necesariamente tendrá que hacerse un nuevo procedimiento 
de designación. 
 
La lista de reserva será integrada con todas y todos los aspirantes a 
Consejera o Consejero Presidente y Consejeras o Consejeros Electorales 
que participaron en la respectiva convocatoria ordinaria de cada entidad 
federativa y que accedieron a la etapa de entrevista y valoración curricular 
pero no fueron designados. De esta manera, se garantiza que la persona 
que, en su caso, sea designada para cubrir alguna vacante, conoce la materia 
electoral y tiene suficiente capacidad lógica y argumentativa para debatir, así 
como para fundar y motivar algún acto de decisión, al haber superado tanto 
las etapas de examen de conocimientos generales como de ensayo 
presencial; ello, porque ya participó en un procedimiento de designación de 
las y los Consejeros Electorales de un determinado organismo público local 
electoral y accedió hasta la etapa de entrevistas y valoración curricular, pero 
no fue designada porque el número de cargos resultaba menor al número de 
aspirantes que arribaron a esa fase del procedimiento.  
 
Además, para cubrir una vacante con alguna de las personas que integran la 
lista de reserva, se verificará que éstas siguen cumpliendo todos los requisitos 
legales exigidos para ser designadas, y se les someterá nuevamente a una 
entrevista y valoración curricular para determinar si cuentan con el perfil 
competente para ocupar el cargo que quedó vacante y concluir el periodo. Así 
las cosas, la lista de reserva permitirá que, a la brevedad posible, sean 
cubiertas las vacantes que se susciten durante los primeros cuatro años del 
nombramiento correspondiente. 
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De conformidad con lo antes precisado, la Comisión de Vinculación deberá 
aprobar el calendario de entrevistas que se formularán a quienes de la lista de 
reserva manifiesten su interés y mantengan el cumplimiento de los requisitos 
legales. Asimismo, las y los aspirantes integrantes de la lista de reserva, 
deberán enviar su curriculum vitae actualizado y, desde el momento en el que 
se apruebe el calendario de entrevistas, las representaciones del Poder 

Legislativo y de los partidos políticos contarán con tres días hábiles para 
hacer llegar sus observaciones, debidamente fundadas y motivadas, respecto 
a sus perfiles. 
 
La lista de reserva no tendrá orden de prelación alguno, para garantizar la 
igualdad de oportunidades entre las personas que la conforman, y solamente 
contendrá los nombres completos de las y los aspirantes que llegaron a la 
última fase del procedimiento respectivo, pero que no fueron designados.  

 
La lista de reserva tendrá una temporalidad específica que iniciará a partir de 
la designación derivada de la convocatoria ordinaria respectiva y concluirá 
con la aprobación de la siguiente convocatoria ordinaria en la entidad 
federativa correspondiente. Asimismo, es importante señalar que, de forma 
explícita, se especifica que la lista de reserva no se utilizará cuando deba 
designarse a la totalidad de los integrantes del órgano superior de dirección 
de un Organismo Público Local, a causa de la remoción de los mismos. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el artículo 101 de la Ley 
General de Instituciones y Procedimiento Electorales regula el procedimiento 
de designación de las y los Consejeros Presidentes y Consejeras o 
Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales. En específico, 
en el inciso a), párrafo 1, se señala que el Consejero General deberá emitir 
una Convocatoria pública para cada entidad federativa que corresponda, en la 
que se consideren los cargos y periodos a designar, plazos del proceso de 
designación, órganos ante quienes se deberán inscribir los interesados, 

requisitos, documentación y el procedimiento a seguir.  
 
Desde las primeras designaciones que llevó a cabo el Consejo General del 
Instituto en 2014, se determinó que dicho procedimiento estuviera integrado 
por las etapas correspondientes al cumplimiento de requisitos legales, el 
examen de conocimientos, la aplicación del ensayo presencial y la valoración 
curricular y entrevistas sin que las mismas estuvieran explícitamente en la 
redacción de la Ley. De ahí que, si bien la lista de reserva no está 
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considerada en la Legislación Electoral, el Consejo General del Instituto ha 
regulado los mecanismos óptimos para cumplir con su responsabilidad de 
mantener la debida integración de los órganos máximos de dirección de los 
Organismos Públicos Locales. 
 
Lo anterior tampoco implica que la lista de reserva limite el derecho de las 

personas a acceder a un cargo público toda vez que, en primer lugar, la lista 
de reserva no sustituirá los procedimientos de designación ordinarios, es 
decir, los que corresponde a esta autoridad implementar cada que algún 
Consejero Electoral local concluya su encargo. Basta señalar que entre 2017 
y 2023, el Consejo General del Instituto deberá designar 225 vacantes a 
través de convocatorias ordinarias en las cuales podrá participar cualquier 
persona. Dichas vacantes se detallan en el siguiente cuadro:  
 
Cuadro 1. Vacantes de Consejeras o Consejeros Presidentes y Consejeras o 
Consejeros Electorales que deberá designar el INE entre 2017 y 2023.  
 

Entidad 
2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 

CP CE CE CE CE CP CE CP CE CP CE 

Aguascalientes     3       3 1       

Baja california     3       3 1       

Baja California 
Sur 

  3     3 1           

Campeche   3     3 1           

Chiapas       3         3 1   

Chihuahua     3       3 1       

Ciudad de 
México 

  3     3 1           

Coahuila     3       3 1       

Colima 1 3     3 1           

Durango     3       3 1       

Guanajuato   3     3 1           

Guerrero   3     3 1           

Hidalgo     3       3 1       

Jalisco   3     3 1           

México   3     3 1           

Michoacán   3     3 1           

Morelos   3     3 1           
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Entidad 
2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 

CP CE CE CE CE CP CE CP CE CP CE 

Nayarit     3       3 1       

Nuevo León   2     3 1       
 

1 

Oaxaca   3     3 1           

Puebla     3       3 1       

Querétaro   3     3 1           

Quintana roo     3       3 1       

San Luis Potosí   3     3 1           

Sinaloa     3       3 1       

Sonora   3     3 1           

Tabasco   3     3 1           

Tamaulipas     3       3 1       

Tlaxcala   1 2       3 1       

Veracruz     3       3 1       

Yucatán   3     3 1           

Zacatecas   3     3 1           

Designaciones 
totales 

1 54 38 3 54 18 39 13 3 1 1 

 
En segundo lugar, toda lista de reserva emanará de un procedimiento claro, 
transparente y eficaz cuyo origen será la emisión de una Convocatoria 
pública, ampliamente difundida, desde la cual, las y los aspirantes conocerán, 
previo a inscribirse en el procedimiento de designación, las bases y 
características del proceso. Por último, en tercer lugar, las personas que 
integrarán las listas de reserva no serán ajenas al procedimiento de 
designación ni están exentas del mismo, por el contrario, para ser 
considerados en las mismas, tuvieron que haber cumplido los requisitos, 
probar que tienen los conocimientos electorales necesarios a través del 
examen, contar con capacidad argumentativa clara para responder el ensayo 
presencial y demostrar así como su apego a los principios rectores de la 
función electoral su capacidad para interactuar dentro de un cuerpo 
colegiado, habilidades que se valorarán a través de la entrevista. 
 
A mayor abundamiento, se resalta que contar con una lista de reserva para 
cubrir vacantes es una práctica que se ha adoptado por diversas instituciones, 
con la finalidad de garantizar la realización de las actividades que le 
corresponden al órgano del que se trate.  
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A manera de ejemplo, el Estatuto del Servicio Profesional Electoral Nacional y 
del Personal la Rama Administrativa, de este Instituto Nacional Electoral, 
establece que para cada cargo o puesto vacante del cuerpo del Servicio 
Profesional Electoral, se debe realizar un Concurso Público para el 
reclutamiento y selección de los mejores aspirantes. Asimismo, prevé que en 
cada convocatoria para llevar a cabo el mencionado Concurso Público, se 
debe integrar una lista de reserva con los aspirantes que hayan obtenido los 
mejores resultados después de la persona ganadora. Lo anterior, para el caso 
de que se declare vacante dicho cargo o puesto, el Instituto Nacional Electoral 
utiliza la lista de reserva para ocupar de manera inmediata la plaza vacante.  
  
En el Poder Judicial de la Federación se recurre a un mecanismo similar para 
cubrir ciertas plazas que pertenecen al Sistema de Carrera Judicial. En 
efecto, de conformidad con lo previsto en el artículo 115 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, para cubrir las plazas de carrera judicial, 
con excepción de los cargos de Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito, 
se realizan exámenes de aptitud a las personas interesadas en ocupar dichos 
cargos. Al aprobar dicho examen, esas personas son consideradas en una 
lista que integra el Consejo de la Judicatura Federal para ser tomados en 
cuenta en caso de presentarse una vacante. 
 
En similar sentido, en el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
el ingreso al Sistema de Carrera Judicial se realiza, entre otros aspectos, 
mediante exámenes de aptitud. En el artículo 23 del Acuerdo General para el 
ingreso, promoción y desarrollo de la carrera judicial con paridad de género, 
se establece que con base en los resultados de tales exámenes, se elabora 
una lista con los nombres de las personas habilitadas para ocupar tales 
cargos, con el fin de que las Magistradas y los Magistrados del Tribunal 
puedan seleccionar y nombrar a las personas que consideren convenientes 
para ocupar las vacantes que se generen en sus ponencias.  
 
En suma, la lista de reserva que se plantea en la propuesta de modificación 
del Reglamento busca dotar al Consejo General del Instituto de un 
mecanismo debidamente regulado para cubrir las vacantes no previstas de 
los órganos superiores de dirección de los Organismos Públicos Locales y así 
cumplir con su mandato constitucional. 
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d) Reglamentación del Procedimiento Expedito 
 
Además de la lista de reserva como mecanismo para que el Consejo General 
del Instituto Nacional Electoral pueda atender con oportunidad las vacantes 
de las y los Consejeros Presidentes y las y los Consejeros Electorales, ahora 
en el Reglamento se desarrolla el procedimiento expedito, figura jurídica que 
si bien ya se encontraba prevista en el inciso e) del párrafo 1 del artículo 6 de 
la redacción anterior, lo cierto es que no se encontraba normada con 
precisión. 
 
No se debe perder de vista que el procedimiento expedito fue avalado por la 
Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en 
las sentencias recaídas en los expedientes SUP-RAP-105/2015 y SUP-RAP-
106/2015 y acumulados. En ellas se reconoció que cuando se presente algún 
caso extraordinario y por las circunstancias del mismo, el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral podrá, si lo estima conveniente, aprobar un 
procedimiento excepcional y expedito. El procedimiento expedito servirá para 
cubrir una o más vacantes en casos urgentes o extraordinarios. 
 
El procedimiento expedito se utilizará, entre otros supuestos, cuando se 
genere una vacante dentro de los últimos tres años del encargo, razón por la 
cual debe elegirse a una o un Consejero Electoral para un nuevo periodo, 
según lo establece el párrafo 4 del artículo 101 de la ley invocada. Más aún, 
si la vacante referida ocurre durante el desarrollo del Proceso Electoral local 
en la entidad federativa de que se trate, por la necesidad apremiante de que 
el Consejo General del Organismo Público Local se integre en su totalidad, 
se podrá formular la designación correspondiente a través de un 
procedimiento expedito que se diseñe para tal efecto y con plazos breves 
que garanticen el oportuno nombramiento. 
 
Asimismo, a través de un procedimiento expedito se podrán cubrir las 
vacantes generadas por la destitución de todos o la mayoría de los 
integrantes del Consejo General de un organismo público local; ello, porque 
se debe garantizar la debida integración y funcionamiento del órgano máximo 
de dirección del organismo encargado de organizar las elecciones locales. 
Por último, la propuesta de modificación de Reglamento, también establece 
que se podrá recurrir a dicho mecanismo cuando se requiera cubrir alguna 
vacante, pero se considere que ninguna de las personas que integran la lista 
de reserva correspondiente cuenta con el perfil idóneo para ser designada 
como sustituto. 
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En suma, de acuerdo con el esquema propuesto, el procedimiento expedito 

permitirá al Consejo General del Instituto Nacional Electoral emitir una 

convocatoria que considere plazos más reducidos o inclusive, que elimine 

alguna de las etapas previstas en el procedimiento ordinario en términos del 

criterio avalado por la Sala Superior del Poder Judicial de la Federación.  

 

f) Sanciones para Consejeras y Consejeros Electorales de los OPL 

 

Uno de los aspectos más relevantes que se proponen en la reforma al 

Reglamento que regula la designación y remoción de las y los Consejeros 

Electorales locales, está relacionado con la graduación de las sanciones que, 

en su caso, se les impongan, derivadas de los procedimientos sancionatorios 

instaurados en su contra. 

 

A partir de diversas sentencias, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación señaló que la remoción no era la única sanción que podía 

imponerse a los Consejeros Electorales en el ejercicio de sus funciones 

electorales. 

 

Sin embargo, es importante referir el régimen competencial de las 

responsabilidades administrativas en las que pudieran incurrir las y los 

Consejeros Electorales Locales como servidores públicos, en contraste con 

aquellas que se deriven de sus funciones en materia electoral con el objeto 

de señalar claramente cada una de los sistemas de control que se prevén 

tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como en 

la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y en la Ley 

General de Responsabilidades Administrativas . 

 

Responsabilidades administrativas 

 

El artículo 102 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales, establece los regímenes sancionadores a los que están sujetos 

las y los Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales. 

 

En lo particular, el numeral 1 del citado precepto normativo, prevé que dichos 

funcionarios estarán sujetos al régimen de responsabilidades de los 

servidores públicos previsto en el Título Cuarto de la Constitución. Ello 
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implica que aquellos actos o conductas distintas a la función electoral, 

podrán ser objeto de investigación y, en su caso, sanción, por parte de los 

órganos internos de control u homólogos. 

 

Es importante señalar que el 18 de julio de 2016 se publicó en el Diario 

Oficial de la Federación, la Ley General de Responsabilidades 

Administrativas, misma que entrará en vigor el próximo 19 de julio del 

presente año, la cual establece las obligaciones y posibles sanciones de los 

servidores públicos en toda la República Mexicana, incluidos aquellos 

funcionarios de los organismos a los que las Constituciones federal y locales 

otorgan autonomía; por tanto, dicha legislación rige también la actuación de 

los servidores públicos de los Organismos Públicos Locales, entre los que se 

encuentran los Consejeros Electorales. 

 

En el artículo Segundo Transitorio de la citada Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, dispone que el Congreso de la Unión y 

las Legislaturas de las entidades federativas, en el año posterior a la entrada 

en vigor, deberán expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas 

correspondientes de conformidad con la nueva norma general. 

 

Así, derivado de la naturaleza jurídica que tendrán los órganos internos de 

control es posible afirmar que, una vez que se realicen la adecuaciones 

normativas y se designe a sus titulares en los Organismos Públicos Locales –

cuya autonomía está reconocida constitucionalmente–,podrán conocer y 

sancionar a aquellos servidores públicos –como lo son los Consejeros 

Electorales Locales- cuya actuación sea ilícita en el desempeño de sus 

responsabilidades administrativas, diferenciando esa responsabilidad de las 

penales y civiles, o como en el caso que nos ocupa, de la responsabilidad a 

que también están sujetos en términos de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales en su función electoral. 

 

Incluso, en diversas tesis con los rubros: “RESPONSABILIDADES DE 

SERVIDORES PÚBLICOS. SUS MODALIDADES DE ACUERDO CON EL 

TITULO CUARTO CONSTITUCIONAL”4, y “SERVIDOR PÚBLICO, LA 

RESPONSABILIDAD DEL, TIENE DIVERSOS ÁMBITOS LEGALES DE 

                                                           
4 Pleno. Novena Época. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, Abril de 1996, Pág. 128. 
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APLICACIÓN (ADMINISTRATIVA, LABORAL, POLÍTICA, PENAL, CIVIL)5”, 

el Poder Judicial de la Federación ha señalado que ante la diversidad de 

aspectos jurídicos en las relaciones que los servidores públicos desarrollan 

en lo fáctico, implica necesariamente la distinción de los actos u omisiones 

de acuerdo a su naturaleza para determinar la aplicación del procedimiento 

que corresponda y, por consecuencia, la legislación que resulta aplicable al 

hecho concreto. 

 

De ahí que, los Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales 

en tanto servidores públicos, estarán sujetos a diversas responsabilidades y 

será imprescindible determinar si una conducta encuadra dentro de la 

legislación en materia de responsabilidades administrativas para que el 

órgano interno competente sea el que conozca de la infracción y en su caso, 

imponga la sanción que corresponda. Así, los actos que den lugar a 

responsabilidad administrativa serán competencia de los órganos de control 

interno con independencia del resto de responsabilidades que el cargo 

implica. 

 

No pasa desapercibido señalar que las legislaciones de las entidades 

federativas que regulan los órganos internos de control de los Organismos 

Públicos Locales consideran diferentes formas en su designación. A 

continuación, se presenta el estado actual de los 32 Institutos Electorales 

Locales de acuerdo con el nombre de su respectivo órgano interno de control 

y por quién fue nombrado.  

 

Tabla 1. Organismos Públicos Locales electorales cuyo órgano interno de 

control u homólogo es designado por el Congreso de la entidad federativa 

correspondiente: 
 

Entidad Nombre Nombramiento 

Aguascalientes Contraloría interna Congreso local 

Baja California Sur Contralor General Congreso local 

Chiapas Contralor General Congreso local 

Ciudad de México Contraloría General 
Asamblea 
Legislativa 

                                                           
5 Tesis IV.1º.A.T.16 A, emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y del Trabajo del Cuarto 
Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Agosto de 1999, página 799. 
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Entidad Nombre Nombramiento 

Coahuila Contralor interno Congreso local 

Durango Contraloría General Congreso local 

Estado de México Contraloría General Congreso local 

Guanajuato Órgano interno de control Congreso local 

Guerrero Contraloría interna Congreso local 

Jalisco Contraloría General Congreso local 

Morelos Órgano de Control Interno Congreso local 

Nayarit Órgano Interno de Control Congreso local 

Oaxaca Contraloría Congreso local 

Querétaro Contraloría Congreso local 

Quintana Roo Contraloría Interna Congreso local 

San Luis Potosí Contraloría Interna Congreso local 

Tabasco Contraloría General Congreso local 

Tamaulipas Contraloría Interna Congreso local 

Tlaxcala Contraloría Interna Congreso local 

Veracruz Contraloría Interna Congreso local 

Yucatán Contraloría interna Congreso local 

 
Tabla 2. Organismos Públicos Locales electorales cuyo órgano interno de 
control u homólogo es designado por su propio Consejo General:  
 

Entidad Nombre Nombramiento 

Baja 
California 

Departamento y Comisión de Control 
interno 

Consejo General OPL 

Campeche Contraloría interna Consejo General OPL 

Colima Coordinación de Fiscalización Consejo General OPL 

Hidalgo Contralor General Consejo General OPL 

Michoacán Contraloría Consejo General OPL 

Nuevo León Pleno del Consejo General Consejo General OPL 

Puebla Contraloría Consejo General OPL 

Sinaloa Contraloría Interna Consejo General OPL 

Sonora Contralor general Consejo General OPL 

 

En la mayoría de los casos (21) los titulares de los órganos internos de 

control son designados por los Congresos locales. Sin embargo, resalta el 

caso de Tabasco. Si bien el apartado C del artículo 9 de la Constitución local, 

establece que el Organismo Público Local contará con un Contralor General 



18 

designado por el Congreso del estado, el numeral 3, del artículo 110 de la 

Ley Electoral establece que es la Contraloría General del Instituto Nacional 

Electoral la que debe conocer y sancionar respecto a las infracciones 

administrativas que en su caso cometan la o el Consejero Presidente y las y 

los Consejeros Electorales.  

 

Asimismo, también destacan los casos de Baja California, en donde la Ley 

local considera un Departamento y una Comisión de Control Interno y el caso 

de Nuevo León en donde, de acuerdo con la Ley de Responsabilidades de 

los servidores públicos de la entidad, es el pleno de la Comisión Estatal 

Electoral el que debe resolver la posible infracción a la misma. Por último, en 

los casos de Chihuahua y Zacatecas, el marco normativo no considera 

ninguna figura de control interno para su autoridad electoral administrativa. 

 

En consecuencia, como ya fue explicado, la responsabilidad administrativa 

en la que pudieran incurrir las y los Consejeros Electorales Locales como 

servidores públicos, será del conocimiento de los órganos de control en cada 

entidad federativa. Por ello, en la propuesta de Reforma al Reglamento se 

incorpora la facultad para que el Instituto Nacional Electoral de vista a otras 

autoridades, en aquellos casos donde se adviertan e identifiquen conductas 

que puedan vulnerar ordenamientos legales ajenos a su competencia. 

 

También pudiera darse el caso de que algún órgano interno de control de 

algún Organismos Público Local recibiera una queja en la que se solicite la 

remoción de un Consejero Electoral como consecuencia de una falta 

administrativa. Para muestra de ello, el 10 de marzo de 2016, la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver 

el recurso SUP-AG-027/2016, determinó que el Instituto tenía facultades para 

conocer y resolver la queja presentada por el representante de la asociación 

civil denominada “Nueva Democracia Mexicana”, ante la Contraloría General 

del organismo público local electoral del Estado de Veracruz, en contra de 

Consejeros Electorales del citado organismo, por estimar actualizadas las 

causas de remoción previstas en el artículo 102, párrafo 2, incisos a), b), y g), 

de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
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Responsabilidad electoral y régimen de sanciones propuesto 

 

El numeral 2 del artículo 102 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, establece aquellas conductas que deben ser 

investigadas y, en su caso, sancionadas, exclusivamente por el Instituto 

Nacional Electoral, las cuales están directamente relacionadas con el 

desempeño de la función electoral, en términos de lo dispuesto en el artículo 

104 de la misma Ley. Asimismo, el artículo 103, numerales 1 y 5 de dicho 

ordenamiento legal determina el procedimiento que el Secretario Ejecutivo 

del Consejo General debe desahogar, en su caso, para sancionar a los 

Consejeros Electorales Locales. 

 

La propuesta que se propone en el Reglamento respecto de la graduación de 

sanciones que pudieran imponerse a las y los Consejeros Electorales 

Locales, como ya se mencionó, obedece a una serie de criterios que ha 

emitido la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación. 

 

Es decir, la citada Sala Superior ha establecido en diversas ejecutorias que 

la remoción no es la única sanción susceptible de ser impuesta a las y los 

Consejeros Electorales locales con motivo de la comisión de faltas en el 

ejercicio de sus funciones, sino que el Instituto Nacional Electoral está en 

condiciones jurídicas de prever y aplicar sanciones menos lesivas de 

acuerdo con la gravedad y trascendencia de los hechos y contexto particular; 

a fin de cumplir con los principios de legalidad y proporcionalidad.  

 

Los casos son los siguientes: 

 

En el juicio para la protección de derechos político electorales del ciudadano 

identificado con la clave SUP-JDC-1573/2016 y acumulados6, el órgano 

jurisdiccional revocó la sentencia emitida por el Tribunal Electoral del Estado 

de Durango y determinó que el Instituto Nacional Electoral es la única 

autoridad competente para conocer sobre la posible responsabilidad de las y 

los Consejeros Electorales Locales por alguna falta en el ejercicio de sus 

funciones electorales, de conformidad con las facultades que le confiere el 

artículo 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

                                                           
6 Sentencia resuelta el 25 de mayo de 2016 
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relación con la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, así 

como lo señalado en el Reglamento de la materia. 

 

Por otro lado, en el recurso de apelación que recayó al expediente SUP-

RAP-118/2016 Y ACUMULADOS7, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación al resolver la remoción total de los 

integrantes del Organismo Público Electoral en el estado de Chiapas, señaló 

que el artículo 102 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 

Electorales señaló que dicho dispositivo no debe interpretarse de forma 

aislada, y por ende, considerar que prevé una sola sanción (la remoción) 

porque conforme al principio de legalidad una conducta debe de sancionarse 

de conformidad con el grado de responsabilidad que reviste la misma 

atendiendo a las circunstancias en las se haya originado. 

 

Para mayor claridad se citan los argumentos expuestos en dicha ejecutoria: 

 

“(…) 

En este sentido, tampoco asiste razón a la promovente cuando refiere que 

la ley aplicada deviene contraria al orden constitucional, porque no 

contempla un catálogo de sanciones para las distintas conductas infractoras 

en que pudieran incurrir tales funcionarios electorales, ya que la referida 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en la norma 

aplicada regula los casos de conductas graves por las que se actualiza la 

atribución del Consejo General del Instituto Nacional Electoral para iniciar 

los procesos de remoción de los consejeros por actuar en forma negligente 

o con descuido inexplicable como se actualizo en el caso particular. 

 

La disposición legal en cita [artículo 102] no debe interpretarse de 

forma aislada, y por ende, considerar que prevé una sola sanción 

ilegal, porque conforme al principio de legalidad, en la señalada 

vertiente de exacta aplicación de la ley, lleva a interpretarla dentro de 

la sistemática normativa en que está inmersa, porque las diversas 

conductas irregulares en que pueden incurrir los Consejeros de los 

Organismos Públicos Electorales Locales, están sujetas al régimen de 

responsabilidades de los servidores públicos, las que de acuerdo a la 

gravedad que revisten se sancionan con hipótesis de diversa entidad. 

                                                           
7 Sentencia resuelta el 11 de mayo de  2016 
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Sin que por otra parte, la señalada sanción se pueda estimar contraria al 

artículo 14 Constitucional, porque se permite que la autoridad la imponga a 

quien incurre en un incumplimiento mayor o grave, como el descrito en la 

norma que prevé ese reproche, a las conductas que se deben considerar de 

la magnitud establecida, y deja a la discrecionalidad de la autoridad 

encargada de aplicarlas, determinar si algún proceder de los Consejeros 

Electorales se adecúa a la definición legal correspondiente. 

 

No obstante su conformación, la norma en cuestión reconoce los principios 

de proporcionalidad en la imposición de las sanciones, al contener los 

elementos que la hacen aplicable, al evidenciarse la responsabilidad del 

infractor, y el diverso principio de seguridad jurídica, al establecer como 

elementos para su imposición las conductas graves estimadas ilícitas, 

discrecionalidad que ejerce en los procedimientos de remoción por 

responsabilidad de los servidores públicos electorales locales, ponderando 

en cada caso las circunstancias concurrentes, para evidenciar la necesaria 

relación entre los hechos imputados y la responsabilidad exigida, dado que 

toda sanción, incluidas las de gravedad especial, como la remoción del 

cargo, se deben imponer en congruencia con la relevancia de la infracción 

cometida, previa subsunción de la conducta en el tipo legal, para adecuarla 

al hecho cometido, conforme al criterio valorativo ya establecido en la 

norma escrita bajo principios integradores del ordenamiento jurídico, en el 

que ese reproche se concibió derivado de la lesividad de la infracción a los 

valores jurídicos protegidos. 

(…)” 

 

En la sentencia identificada con la clave SUP-RAP-485/2016 Y 

ACUMULADOS8, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación, al resolver el recurso de apelación en donde ordenó remover 

a la Consejera Presidenta del Organismo Público Electoral de Colima, el 

órgano judicial señaló que el Instituto Nacional Electoral puede prever 

sanciones distintas a la de remoción, a fin de cumplir con el principio de 

proporcionalidad de acuerdo con la trascendencia y contexto particular de la 

falta en términos de lo que establece el artículo 102, párrafo 2 de la Ley 

General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

                                                           
8 Sentencia resuelta el 2 de noviembre de 2016. 
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Los argumentos de la sentencia en comento fueron los siguientes: 

 

“(…) 

La determinación que ahora adopta esta Sala Superior no significa que 

el Instituto Nacional Electoral esté impedido para regular y establecer, 

en los ordenamientos jurídicos correspondientes, sanciones distintas 

a la de remoción, de forma tal que las faltas administrativas cometidas 

por las y los consejeros estatales electorales en el ejercicio de sus 

funciones se reprochen a través de medidas idóneas, razonables y 

proporcionales de acuerdo con el tipo y gravedad de la conducta ilícita 

y las particularidades de cada caso.  

 

En efecto, en los artículos 102, párrafo 2, de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales y 34, párrafo 2, del 

Reglamento atinente, se establece que los Consejeros Electorales de 

los Organismos Públicos Locales podrán ser removidos cuando 

incurran en alguna causa grave de las previstas en estos mismos 

preceptos. Sin embargo, ni en la ley ni en el reglamento indicados se 

prevé expresamente sanciones intermedias o menos lesivas a la de 

remoción. 

 

Ante esta situación legislativa, el Instituto Nacional Electoral, está en 

condiciones de prever sanciones distintas a la de remoción, a fin de 

cumplir con el principio de proporcionalidad de acuerdo con la 

trascendencia y contexto particular de la falta, con fundamento en los 

artículos 1°; 16, primer párrafo, y 22, de la Constitución General, así 

como en la Jurisprudencia 62/2002, visible a fojas 543 y 544, de la 

Compilación 1997- 2013, Jurisprudencia y tesis en materia electoral, 

Jurisprudencia, Volumen 1, de rubro: “PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ELECTORAL. DEBE REALIZARSE 

CONFORME A LOS CRITERIOS DE IDONEIDAD, NECESIDAD Y 

PROPORCIONALIDAD.” 

(…)” 
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Finalmente, en el recurso de apelación identificado con el expediente SUP-

RAP-502/20169, promovido por el Consejero Electoral Jesús Uribe Cabrera 

del Instituto Electoral de Querétaro, el máximo órgano jurisdiccional señaló 

que la remoción no es la única sanción a imponer, en términos de lo que 

establece el artículo 102, párrafo 2 de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales. 

 

Los argumentos que se mencionaron en la citada ejecutoria fueron los 

siguientes: 

 

“(…) 

 

Lo anterior en el entendido de que, de tenerse por acreditada la prohibición 

prevista en el artículo 116, párrafo segundo, fracción IV, inciso c), numeral 

4°, de la Constitución Federal, en relación con lo dispuesto en el artículo 

102, párrafo 2, inciso a), de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, deberá tomarse en cuenta que esta Sala 

Superior estima que la última de las disposiciones normativas citadas 

no debe interpretarse en forma aislada y, por ende, considerar que 

únicamente prevé una sola sanción (remoción), pues, conforme al 

principio de legalidad, en su vertiente de exacta aplicación de la ley, 

las conductas irregulares en las que pueden incurrir los Consejeros de 

los Organismos Públicos Electorales Locales están sujetas al régimen 

de responsabilidades de los servidores públicos, las que de acuerdo a 

la gravedad que revisten, se sancionan con hipótesis de diversa 

entidad; esto es, que las conductas antijurídicas en que incurran 

deben calificarse de acuerdo a la gravedad que revisten, por lo cual se 

considera que la remoción no es la única sanción a imponer. 

(…)” 

 

De lo trascrito, se advierte que el máximo órgano jurisdiccional en materia 

electoral, ha establecido que las conductas irregulares en las que pueden 

incurrir las y los Consejeros de los Organismos Públicos Electorales Locales, 

de acuerdo con la gravedad que revistan, podrán ser sancionadas con 

                                                           
9 Sentencia resuelta el 2 de noviembre de 2016. 
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hipótesis de diversa entidad a la remoción. Es por ello que, en la presente 

reforma, se propone la inclusión de un catálogo de sanciones, así como los 

elementos que deberán tomarse en cuenta para su imposición. 

 

Así, atendiendo a los criterios de proporcionalidad, esta autoridad electoral 

debe, en primer lugar, llevar a cabo la calificación de la falta, para determinar 

la clase de sanción que legalmente corresponda y, finalmente, si la sanción 

elegida contempla un mínimo y un máximo, proceder a graduarla dentro de 

esos márgenes. 

 

De tal suerte, se propone en el Reglamento que para imponer la sanción que 

corresponda, este Consejo General considerará los siguientes elementos: 1. 

La calificación de la falta cometida; 2. Los antecedentes del denunciado; 3. 

La Intencionalidad dolosa o culposa; 4. La reincidencia; y, 5. Las 

circunstancias socioeconómicas del denunciado, así como el monto del 

beneficio, daño o perjuicio causado. 

 

En consecuencia, una vez determinada la calificación de la falta, el Consejo 

General del Instituto Nacional Electoral impondrá la sanción correspondiente, 

de entre las siguientes: 

 

a) Amonestación pública;  

b) Sanción económica;  

c) Suspensión del cargo por un periodo no menor de tres días ni mayor a 

noventa días naturales sin goce de sueldo; y 

d) Remoción. 

 

En particular, es conveniente destacar que la propuesta considera que para 

que proceda la imposición de sanciones diversas a la remoción, se requerirá 

la mayoría simple de la votación de los integrantes del Consejo General del 

Instituto Nacional Electoral con derecho a voto. 

 

Finalmente, en el caso que otras autoridades den vista respecto de 

conductas de los integrantes del órgano máximo de dirección de los 
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Organismos Públicos Locales que encuadren en el artículo 102, párrafo 2 de 

la LGIPE, el Instituto Nacional Electoral asumirá competencia e instaurará el 

procedimiento de sanción correspondiente. 

 

15. En síntesis, el Reglamento que se modifica tiene por objeto contar con un 

documento normativo que permita incrementar la certeza sobre el 

procedimiento de selección y designación del Consejero Presidente y de los 

Consejeros Electorales que integren el órgano superior de dirección en los 

Organismos Públicos Locales, así como el procedimiento para su sanción, y 

que atienda normativamente situaciones que se han presentado durante la 

vigencia del Reglamento que se reforma. 

 

16. Con base en los argumentos expuestos, se considera oportuno aprobar el 

proyecto de Reglamento del Instituto Nacional Electoral para la Designación 

y Sanción de las y los Consejeros Presidentes y las y los Consejeros 

Electorales de los Organismos Públicos Locales Electorales. 

 

En virtud de los Antecedentes y Consideraciones señalados y con fundamento en 

lo previsto en los artículos 41, segundo párrafo, Base V, Apartado C, párrafo 

tercero y 116, Base IV, inciso c), numerales 2 y 3 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 32, párrafo 2, inciso b); 35; 42, párrafo 5; 43, párrafo 

1; 44, párrafo 1, incisos a) y jj); 60, párrafo 1, inciso e) ; 98, párrafos 1 y 2; 99; 100; 

101, párrafos 1, y 4; 102, párrafos 1 y 2; 103 párrafos 1 y 5; 104; 119, párrafos 1, 

de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 7, párrafo 1, 

inciso a) del Reglamento de Comisiones del Consejo General del Instituto 

Nacional Electoral; se ha determinado emitir el siguiente: 

 

 

A C U E R D O 

 

 

PRIMERO. Se aprueba el presente Acuerdo por el que se modifica el Reglamento 

del Instituto Nacional Electoral para la Designación y la Remoción de las y los 

Consejeros Presidentes y las y los Consejeros Electorales de los Organismos 

Públicos Locales Electorales, que como anexo forma parte integrante del presente 

Acuerdo. 
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SEGUNDO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva para que a través de la Unidad 

Técnica de Vinculación con los Organismos Públicos Locales haga del 

conocimiento de los órganos máximos de dirección de los Organismos Públicos 

Locales el contenido del presente Acuerdo. 

 

TERCERO. Publíquese el presente Acuerdo y el Reglamento del Instituto Nacional 

Electoral para la Designación y Sanción de las y los Consejeros Presidentes y las 

y los Consejeros Electorales de los Organismos Públicos Locales Electorales, en 

el Diario Oficial de la Federación. 

 

CUARTO. El presente Reglamento entrará en vigor el día de su aprobación, 

modificándose el Reglamento del Instituto Nacional Electoral para la Designación y 

la Remoción de las y los Consejeros Presidentes y las y los Consejeros 

Electorales de los Organismos Públicos Locales Electorales, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 26 de marzo de 2015. 

 

 

T R A N S I T O R I O S 

 

 

ÚNICO. Los asuntos que se encuentren en trámite a la entrada en vigor del 

presente Acuerdo, serán resueltos conforme a los criterios y normas vigentes al 

momento de su inicio. 

 

El presente Acuerdo fue aprobado en lo general en sesión ordinaria del Consejo 

General celebrada el 24 de febrero de 2017, por diez votos a favor de los 

Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 

Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra 

Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito 

Nacif Hernández, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestro Arturo Sánchez 

Gutiérrez, Licenciado Javier Santiago Castillo y del Consejero Presidente, Doctor 

Lorenzo Córdova Vianello, y un voto en contra de la Consejera Electoral, 

Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles. 
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Se aprobó en lo particular por lo que hace a la lista de reserva, en los términos del 

Proyecto de Acuerdo originalmente circulado, por seis votos a favor de los 

Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 

Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro 

Murayama Rendón, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez y del Consejero Presidente, 

Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y cinco votos en contra de los Consejeros 

Electorales, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Benito Nacif 

Hernández, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San 

Martín Ríos y Valles y Licenciado Javier Santiago Castillo. 

 

Se aprobó en lo particular por lo que hace a las sanciones intermedias, en el 

sentido del Proyecto de Acuerdo originalmente circulado, por seis votos a favor de 

los Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 

Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro 

Murayama Rendón, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez y del Consejero Presidente, 

Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y cinco votos en contra de los Consejeros 

Electorales, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Benito Nacif 

Hernández, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San 

Martín Ríos y Valles y Licenciado Javier Santiago Castillo. 

 

Se aprobó en lo particular por lo que hace al desistimiento del quejoso como 

causal para desechar, en el sentido del Proyecto de Acuerdo originalmente 

circulado, por siete votos a favor de los Consejeros Electorales, Licenciado 

Enrique Andrade González, Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Maestra 

Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor José 

Roberto Ruiz Saldaña, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez y del Consejero 

Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y cuatro votos en contra de los 

Consejeros Electorales, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Benito 

Nacif Hernández, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles y 

Licenciado Javier Santiago Castillo. 
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Se aprobó en lo particular por lo que hace a la sanción económica, en el sentido 

del Proyecto de Acuerdo originalmente circulado, por seis votos a favor de los 

Consejeros Electorales, Licenciado Enrique Andrade González, Maestro Marco 

Antonio Baños Martínez, Maestra Adriana Margarita Favela Herrera, Doctor Ciro 

Murayama Rendón, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez y del Consejero Presidente, 

Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y cinco votos en contra de los Consejeros 

Electorales, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, Doctor Benito Nacif 

Hernández, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Licenciada Alejandra Pamela San 

Martín Ríos y Valles y Licenciado Javier Santiago Castillo. 

 

Se aprobó en lo particular por lo que hace a la supresión del examen de 

habilidades gerenciales, en el sentido del Proyecto de Acuerdo originalmente 

circulado, por nueve votos a favor de los Consejeros Electorales, Licenciado 

Enrique Andrade González, Maestro Marco Antonio Baños Martínez, Maestra 

Adriana Margarita Favela Herrera, Maestra Beatriz Eugenia Galindo Centeno, 

Doctor Ciro Murayama Rendón, Doctor Benito Nacif Hernández, Doctor José 

Roberto Ruiz Saldaña, Maestro Arturo Sánchez Gutiérrez y del Consejero 

Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y dos votos en contra de los 

Consejeros Electorales, Licenciada Alejandra Pamela San Martín Ríos y Valles y 

Licenciado Javier Santiago Castillo. 

 
 

EL CONSEJERO PRESIDENTE DEL 
CONSEJO GENERAL 

 
 
 
 
 
 

DR. LORENZO CÓRDOVA 
VIANELLO 

EL SECRETARIO DEL 
CONSEJO GENERAL 
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